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En medio de las controversias 
desencadenadas por las propues-
tas de Javier Milei, recientemen-
te electo como presidente, emer-
ge nuevamente la discusión sobre 
la interrupción del embarazo en 
Argentina. Más allá de su llama-
do a disminuir la intervención es-
tatal y su constante crítica al sis-
tema político convencional, sus 
posturas limitan con retrocesos 
sociales, especialmente en cuanto 
a los derechos ya conquistados. 
Puntualmente entre las propues-
tas iniciales se encuentra la dero-
gación de la Ley Nº 27.610 de in-
terrupción voluntaria del embara-
zo. Esto genera cuestionamien-
tos fundamentales sobre la auto-
nomía de las mujeres en un con-
texto caracterizado por compleji-
dades sociales, económicas y po-
líticas. Este escenario plantea un 
análisis crítico sobre la dirección 
que podría tomar la autonomía fe-
menina en un país que ha avan-
zado significativamente en la pro-
tección de los derechos de las 
mujeres. En una entrevista, Mi-
lei sostuvo que haría un plebisci-
to para que elijan los argentinos si 
se deroga esta Ley. Según Nata-
lia Gherardi, abogada y directora 
ejecutiva de la ONG Equipo Lati-
noamericano de Justicia y Géne-
ro (ELA), la modificación o dero-
gación de leyes ocurre a través de 
nuevas mayorías en el Congreso, 
no mediante plebiscitos. Destaca 
además, que la norma fue aproba-
da tras un extenso, diverso e in-
formado debate, representando 
uno de los procesos más amplios 
y consensuados en la historia de-
mocrática argentina. 

Algunos datos sobre la IVE 
hoy

Más allá de la posibilidad y 
concreción de las medidas men-
cionadas, queremos centrarnos en 
cuáles son las consecuencias sig-
nificativas para las mujeres al eli-
minar la posibilidad de abortar. En 

principio esto fuerza a las mujeres, 
en muchos casos jóvenes, a asu-
mir la crianza de un bebé no de-
seado, abandonar estudios y bus-
car trabajos que limitan su progre-
so. Esta restricción por un lado es 
motor de la pobreza y precariza-
ción de sus condiciones de vida, y 
por el otro, impulsa a muchas mu-
jeres hacia abortos clandestinos 
que pueden terminar en muerte. 

Según el último reporte del 
Proyecto Mira -una iniciativa del 
Centro de Estudios de Estado y 
Sociedad (CEDES)- los abortos 
realizados en el sector público se 
incrementaron en un tercio entre 
el primero y el segundo año de im-
plementación de la ley. Mientras 
en 2021 se registraron 73.487 in-
terrupciones del embarazo, la ci-
fra fue de 96.664 en 2022. Esta 
tendencia es similar a lo que ocu-
rrió en otros países. Inicialmente, 
el número de interrupciones au-
menta para satisfacer la deman-
da acumulada y luego se estabili-
za o disminuye gradualmente con 
el tiempo.

Cabe destacar que la informa-
ción sobre abortos legales en Ar-
gentina presenta deficiencias en 
el registro oficial nacional. Estas 
limitaciones afectan la calidad de 
las políticas sanitarias al no pro-
porcionar datos completos sobre 
la demanda y la prestación de ser-
vicios, así como los recursos ne-
cesarios. Además, los registros no 
cubren todos los subsistemas de 
salud, lo que puede alterar la re-
presentatividad de las estadísti-
cas. El informe anual del Minis-
terio de Salud releva datos sobre 
aborto no punible, pero la cober-
tura es parcial, con 14 provincias 
informando y 12 realizando prác-
ticas. Esta falta de información 
exhaustiva obstaculiza la com-
prensión completa de la situación 
y la implementación efectiva de 
políticas relacionadas con la salud 
sexual y reproductiva.

En otro frente, ante las medi-

das propuestas por el nuevo go-
bierno en nuestro país, se encuen-
tra el cierre anunciado del Minis-
terio de las Mujeres, Géneros y Di-
versidad. Este ha sido reconocido 
como un mecanismo fundamen-
tal para el avance de las mujeres 
y diversidades en todo el mundo. 
Cerrar estas dependencias podría 
significar un retroceso en la con-
solidación de una sociedad jus-
ta e inclusiva. En un contexto de 
empeoramiento de las condicio-
nes económicas, las mujeres en-
frentan desafíos adicionales que 
impactan su autonomía física y 
económica, requiriendo aun más 
de la implementación de progra-
mas y políticas públicas que abor-
den sus necesidades. Como advir-
tió la filósofa feminista Simone de 
Beauvoir, “Basta una crisis políti-
ca, económica o religiosa para que 
los derechos de las mujeres vuel-
van a ser cuestionados. Estos de-
rechos nunca se dan por adquiri-
dos; deben permanecer vigilantes 
a lo largo de la vida”. El retroceso 
que implicaría derogar la Ley de 
Interrupción Voluntaria del Em-
barazo se suma a la lucha por la 
autonomía de las mujeres, recor-
dándonos que estos derechos de-
ben ser vigilados de cerca y nunca 
considerarse garantizados.

Roe vs. Wade en Estados 
Unidos

El ejemplo de EE. UU. puede 
ser útil para entender -en parte- lo 
que pasará en Argentina si se de-
roga la Ley. Desde junio de 2022, 
14 estados han impuesto pena-
lizaciones casi totales para la in-
terrupción del embarazo en cual-
quier etapa de gestación. Algunos 
han complicado el acceso a proce-
dimientos médicos después de las 
seis semanas, un periodo que los 
expertos consideran insuficiente 
para tomar decisiones informadas 
o incluso para confirmar un em-
barazo. En respuesta, varios te-
rritorios han reforzado la protec-

ción del derecho al aborto, siendo 
legal en al menos 24 semanas en 
25 estados, de los cuales 20 han 
garantizado este acceso mediante 
enmiendas constitucionales o le-
yes. Dado que las leyes varían en-
tre estados, muchas mujeres cru-
zan fronteras para obtener servi-
cios seguros. 

Además, en el último año se 
han presentado alrededor de 50 
demandas relacionadas con el 
aborto en EE.UU, muchas basa-
das en derechos como la autono-
mía personal y la libertad religio-
sa. Pero no todo es negativo, tras 

la implementación de restriccio-
nes en algunos estados, se han 
abierto clínicas en otros a pocas 
horas de distancia. A su vez se 
han creado redes de asesoría y fa-
cilitación para acceder a pastillas, 
el método más común para abor-
tar en el país. Actualmente gru-
pos pro-vida han buscado retirar 
la autorización de la FDA al fár-
maco mifepristona, frente a ello 
las redes mencionadas y activis-
tas por el derecho a decidir aler-
tan que la Corte Suprema puede 
emitir, en el futuro, un fallo que li-
mite esta posibilidad.«

Derechos adquiridos
En medio de las controvertidas propuestas del presidente electo Javier Milei, emerge nuevamente la discusión sobre la interrupción del 
embarazo en Argentina. Los riesgos de retroceder sobre derechos ya conquistados. 

El retroceso que implicaría 
derogar la IVE se suma a la lucha 
por la autonomía de las mujeres. 
Estos derechos deben ser vigilados 
de cerca y nunca considerarse 
garantizados.
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